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ás garantías para la 
n apa idad ermanente

A y 2/2025, de 29 de 
abril, ha modi cado aspec-
tos fundamentales del 
Estatuto de los 
Trabajadores, de la Ley 
General de la Seguridad 
Social y de la Ley 
Reguladora de la 
Jurisdicción Social. La 
norma responde a la nece-
sidad de adaptar la legisla-
ción española a las exigen-
cias del derecho europeo 
en materia de Incapacidad 
Permanente de los trabaja-
dores, para dotar de garan-
tías y de un enfoque más 
inclusivo de los trabajado-
res afectados por el reco-
nocimiento de una incapa-
cidad permanente laboral.  

Parece reseñable la 
actualización que hace la 
Ley 2/2025 de nuestro len-
guaje jurídico ya que queda 
suprimido el término “inva-
lidez”, sustituyéndose por 
“incapacidad para el traba-
jo”. Este cambio responde a 
la jurisprudencia del TJUE 
que exige a los Estados 
garantizar la igualdad de 
trato y no discriminación 
por discapacidad (sentencia 
de 18 de enero de 2024, 
asunto C-631/22), impo-
niendo la obligación de 
valorar ajustes razonables 
antes de cesar a un traba-
jador por el reconocimiento 
de una incapacidad perma-
nente. Esta reforma legisla-
tiva además ha incorporado 
el criterio jurisprudencial 
de los tribunales españoles 
que ya han declarado en 
recientes sentencias como 
nulas o improcedentes las 
extinciones contractuales 
automáticas tras la conce-
sión de una Incapacidad 
Permanente. 

¿y q é entendemos 
por n apa idad 

ermanente? En España 
se re ere a la situación de 
trabajadores que, tras tener 
un tratamiento médico, 
siguen presentando lesio-
nes o reducciones funciona-
les graves, objetivables y 
previsiblemente de nitivas 

que limitan o anulan su 
capacidad para ejercer su 
profesión habitual o cual-
quier trabajo. La declara-
ción de incapacidad se 
resuelve por el Instituto de 
la Seguridad Social. La Ley 
General de la Seguridad 
Social en su artículo 136 
distingue cuatro grados de 
incapacidad: 

• ar ial para la pro e-
sión habit al: cuando la 
disminución de la capaci-
dad laboral no es inferior al 
33%. Supone la indemniza-
ción a tanto alzado (24 
mensualidades de la base 
reguladora que sirvió para 
el cálculo de la incapacidad 
temporal). Es compatible 
con cualquier trabajo, 
incluido el que viniera 
desarrollando. Tiene efec-
tos económicos a partir de 
la resolución. 

• otal para la pro e-
sión habit al: inhabilita 
para la profesión habitual y 
su cuantía supone el 55% 
de la base reguladora. Se 
incrementará un 20% a 
partir de los 55 años cuan-
do se presuma la di cultad 
de obtener empleo en acti-
vidad distinta a la habitual. 
Compatible con cualquier 
trabajo, excluido el desem-
peño de la categoría profe-
sional que se tiene cuando 
se reconoce  la Incapacidad 
Permanente.  

• Absol ta para todo 
trabajo: inhabilita para 
toda profesión u o cio. 
Supone el cobro del 100% 
de la base reguladora, a 
partir de la propuesta de la 
declaración de la IP.  

• Gran invalidez: es la 
incapacidad que se concede 
cuando se necesita la asis-
tencia de otra persona para 
los actos más esenciales de 
la vida. Se calcula aplicando 
a la base reguladora el por-
centaje correspondiente a 
la incapacidad permanente 
total o absoluta, incremen-
tada con un complemento.  

Los pagos de la prestación 
de Incapacidad Permanente 

se realizan en catorce 
pagas anuales si la incapa-
cidad deriva de contingen-
cias comunes, y en doce 
pagas (con extras prorrate-
adas) si deriva de accidente 
de trabajo o enfermedad 
profesional. 

Con la Ley 2/2025 se ha 
eliminado el despido auto-
mático que se producía con 
anterioridad a la entrada en 
vigor de esta Ley cuando el 
INSS  reconocía una pen-
sión de Incapacidad 
Permanente total, absoluta 
y gran invalidez, introdu-
ciendo con esta modi ca-
ción legislativa un marco 
garantista basado en la 
voluntad del trabajador y 
en los ajustes razonables, 
por lo que la re orma 
legislativa ha s p esto: 

1. La declaración de una 
incapacidad permanente ya 
no conlleva la extinción 
inmediata del contrato. El 
trabajador puede optar por 
seguir trabajando, siempre 
que su puesto sea compati-
ble o pueda adaptarse. 

-El trabajador dispone 
de diez días naturales 
desde la noti cación del 
reconocimiento de la inca-
pacidad para comunicar su 
deseo de seguir trabajando 
en la empresa. 

-La empresa dispone de 
tres meses para adaptar el 
puesto u ofrecer un puesto 
vacante compatible o justi-
car la imposibilidad de 

reubicarlo en otro puesto 
de trabajo. 

2. Durante este período 
de evaluación  por parte de 
la empresa, el contrato 
queda suspendido con 
reserva de puesto, y el tra-
bajador continúa percibien-
do la prestación quedando 
suspendido el contrato y 
reserva del puesto. 
Durante la evaluación, el 
trabajador percibe la pres-
tación de incapacidad tem-
poral. 

3. La empresa tiene que 
realizar adaptaciones razo-
nables y debe considerar 

hacer ajustes como cam-
bios de funciones, horarios, 
entorno, tecnologías asisti-
das o formación. Puede no 
estar obligada a hacer esos 
ajustes si en las empresas 
de menos de 25 trabajado-
res se supera la indemniza-
ción por despido improce-
dente o seis meses de sala-
rio bruto, sin incluir ayudas 
públicas.  

4. Si el trabajador decide 
seguir en activo, su pensión 
por incapacidad permanen-
te queda suspendida mien-
tras dure la relación labo-
ral.  

5. Solo si esos ajustes 
suponen una carga excesi-
va, o si el trabajador recha-
za la reubicación, podrá 
extinguirse el contrato sin 
indemnización adicional. 

Para acceder a la presta-
ción de Incapacidad 
Permanente hay que cum-
plir unos requisitos de coti-
zación, exigiendo un perio-
do de cotización determina-
do, salvo en casos de acci-
dente. En caso de enferme-
dad común en función de la 
edad se exige unos años de 
cotización para tener dere-
cho a la prestación econó-
mica de la Incapacidad 
Permanente, siendo los 
siguientes: 

-Menores de 31 años: 
haber cotizado al menos 
1/3 del tiempo entre el 
periodo que hay desde los 
dieciséis años y el momen-
to de concesión de la inca-
pacidad. 

-Mayores de 31 años: se 
requiere haber cotizado al 
menos 1/4 del tiempo 
transcurrido desde los 20 
años hasta el hecho cau-
sante, con un mínimo de 
cinco años cotizados, y de 
esos años cotizados como 
mínimo 1/5 parte deben 
estar dentro de los últimos 
diez años. 

En el supuesto de que la 
incapacidad sea derivada 
por un accidente o enfer-
medad profesional, no se 
exige cotización previa, 
siendo su ciente estar 
dado de alta o en situación 
asimilada en la fecha del 
accidente.  

Esta Ley permite al tra-
bajador que decida volun-
tariamente seguir vincula-
do a la empresa. Y el 
empresario debe realizar 
los ajustes para valorar los 
cambios de funciones, 
horarios o herramientas 
que precise el puesto de 
trabajo. Por ello, si al traba-
jador se le cesa sin opcio-
nes de adaptación puede 
reclamar judicialmente, ya 
que la empresa está obliga-
da a evaluar los ajustes, 
salvo que representen una 
carga excesiva.  

Si nalmente se adapta 
el puesto o reubica al tra-
bajador, se suspende el 
pago de la pensión de inca-
pacidad mientras dure el 
contrato. Los ajustes razo-
nables en el trabajo son 
modi caciones que permi-
ten a las personas con dis-
capacidad desempeñar sus 
funciones en igualdad de 
condiciones, como, por 
ejemplo: adaptaciones físi-
cas; implantación de tec-
nología asistida; exibili-
dad horaria; adaptación de 
tareas; impartición de cur-
sos adaptados para mejo-
rar la inclusión y el desem-
peño laboral. 

En el supuesto de que el 
empresario no cumpla con 
la obligación de realizar los 
ajustes razonables para 
garantizar el derecho al 
trabajo de las personas tra-
bajadoras con discapaci-
dad, se prevén consecuen-
cias legales como la posible 
nulidad del despido si la 
empresa extingue el con-
trato sin haber intentado 
ajustes razonables, pudien-
do considerarse el despido 
discriminatorio y, por ende, 
ser declarado nulo. Incluso 
la empresa puede verse 
obligada a la readmisión. 
En algunos supuestos, la 
persona trabajadora puede 
reclamar su reincorpora-
ción si se demuestra que la 
empresa no agotó las posi-
bilidades de adaptación. Si 
la persona trabajadora 
sufre un perjuicio por la 
falta de ajustes, puede 
reclamar una compensa-
ción económica como 
indemnización por daños y 
perjuicios. Y la empresa 
puede ser objeto de una 
investigación por parte de 
la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social pudiendo 
ser sancionada con multas 
económicas por incumpli-
miento de la normativa. 

En conclusión, la refor-
ma introducida por la Ley 
2/2025 refuerza el princi-
pio de inclusión laboral, al 
suprimir el despido auto-
mático y priorizar la conti-
nuidad laboral a través de 
adaptaciones razonables, 
obliga a las empresas a 
actuar de forma proporcio-
nal y responsable, y prote-
ge al trabajador frente a 
decisiones unilaterales y 
discriminatorias. Esta 
norma supone la adapta-
ción de la legislación espa-
ñola al marco jurídico euro-
peo representando un 
avance en derechos labora-
les, normalización social de 
la discapacidad y prote-
cción efectiva de quienes, 
aún con limitaciones, 
siguen teniendo mucho que 
aportar al mercado laboral.  


